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Tras cinco años de tramitación, la Co-
misión Europea autorizó el mercado de 
capacidad español el 29 de mayo, pero 
el Ejecutivo de Pedro Sánchez lo man-
tiene paralizado, a falta de una orden 
ministerial que lo ponga en marcha con 
sus consiguientes subastas. Frente a 
esta parsimonia, Alemania recibió el 2 
de septiembre luz verde de Bruselas al 
mercado de capacidad y en seis días ha 
puesto en marcha la primera subasta. 
Según fuentes del sector eléctrico con-
sultadas por ABC, esta decisión del Go-
bierno preocupa, y mucho, «porque se 
pueden producir momentos –como el 
vivido tras el apagón– en los que, ante 
los incrementos de demanda, aumen-
te el riesgo de suministro por la ausen-
cia de potencia firme». 

Los mercados de capacidad están di-
señados para garantizar que haya ener-
gía disponible para cubrir la demanda 
en situaciones críticas, como el día en 
el que España se fundió en negro en 
abril de 2025. En estos mercados se re-
munera la disponibilidad de las plan-
tas de generación eléctrica, es decir, que 
ciertas instalaciones estén listas para 
producir energía cuando sea necesario, 
que sirven para asegurar que no falte 
electricidad cuando sea necesario. 

Los 9.000 millones de euros se basan 
en un esquema de 900 millones anua-
les condicionados a las subastas de ca-
pacidad. El mecanismo, gestionado por 
Red Eléctrica, el operador del sistema 
presidido por Beatriz Corredor, paga a 
las plantas por estar disponibles, no por 
producir. Es la prima que el sistema abo-
na a cualquier instalación capaz de res-
ponder cuando la solar se apaga y el 
viento no sopla. «Otra de las dudas es 
que el diseño de este mercado no dis-
tingue correctamente entre una bate-
ría que se vacía en cuatro horas y un 
bombeo capaz de responder durante 
veinte y la diferencia puede terminar 

pagándola el consumidor», coinciden 
los expertos consultados. 

Doscientos veinte megavatios. Esa 
es toda la batería estacionaria –las plan-
tas de almacenamiento a gran escala 
que se conectan directamente al siste-
ma eléctrico, sin relación con las bate-
rías de los coches– que España tiene 
realmente conectada y funcionando a 
mediados de 2026. Frente a esa cifra, 
28,3 GW de proyectos de este mismo 
tipo de instalaciones ya tienen permi-
so de acceso a la red, y otros 42,5 GW 
esperan turno en la cola de tramitación, 
según el informe ‘Retos del sistema eléc-
trico en el horizonte 2035’ de EY.  

Bombeo hidráulico 
El bombeo hidráulico, la tecnología que 
lleva medio siglo haciendo el mismo 
trabajo –absorber excedente solar, para 
devolverlo por la noche–, sigue conge-
lado en 5,5 GW desde hace años. Ese 
contraste, entre lo que ya funciona y lo 
que solo existe en el papel, es el telón 
de fondo sobre el que España va a des-
plegar el nuevo mercado de capacidad, 
para el que Bruselas aprobó el pasado 
29 de mayo ese presupuesto máximo 
de 9.000 millones durante diez años. 

La pregunta que flota en el ambien-
te en el sector, y que aún no tiene res-
puesta oficial, es cuánta potencia firme 
compra realmente cada euro de esa pri-
ma, precisamente el ‘quid’ de la cues-
tión y donde empieza el verdadero pro-
blema, según los expertos. 

Entre 2020 y 2026, según EY, las ba-
terías se llevaron 965 millones en ayu-
das públicas para 179 proyectos. El bom-
beo, 355 millones para solo 14. Y eso que 
el bombeo tiene más potencia subven-
cionada, no menos de 4.500 MW fren-
te a los 3.600 MW de las baterías. Me-
dida por kilovatio subvencionado, la 
ayuda a las baterías más que triplica la 
del bombeo: 270 euros frente a 79. 

Pero el dato que de verdad delata la 
asimetría es otro: por cada kilovatio-
hora de energía que puede llegar a al-

macenar, una batería recibe de media 
78 euros de subvención pública mien-
tras que un bombeo obtiene siete, once 
veces menos. Esa diferencia importa-
ría poco si ambas tecnologías dieran al 
sistema la misma garantía de suminis-
tro. Y no la dan. Según la experiencia 
internacional que recoge el propio in-
forme de EY, el bombeo alcanza un 92% 
de firmeza acreditada en el Reino Uni-
do y un 96% en Polonia; las baterías, un 
44% y un 12%, respectivamente. El fac-
tor de ‘derating’, el parámetro que tra-
duce potencia nominal en potencia real-
mente disponible cuando el sistema 
está en apuros, reduce a la mitad –o 
más– el valor reconocido a cada mega-
vatio de batería frente al de bombeo. Y 
las baterías que hoy se subvencionan 
mayoritariamente en España son, pre-
cisamente, de dos y cuatro horas. 

La diferencia se vuelve crítica cuan-
do un episodio de baja producción re-
novable se prolonga más allá de las dos 
o cuatro horas para las que están dise-
ñadas buena parte de las baterías. Una 
vez descargadas necesitan volver a dis-
poner de energía para recargarse. El 
bombeo puede mantener su aportación 
durante muchas más horas, y los ciclos 
combinados ofrecen generación gestio-
nable mientras dispongan de combus-
tible. «De ahí el riesgo de confundir el 
rápido crecimiento de la potencia no-
minal de almacenamiento con un alza 
equivalente de la seguridad de sumi-
nistro: muchos megavatios sobre el pa-
pel no significan necesariamente la mis-
ma potencia firme cuando el sistema 
más la necesita», dicen las fuentes. 

Hay un patrón que España ya cono-
ce. Las placas solares para autoconsu-

EL GOBIERNO FRENA EL PLAN PARA EVITAR 
APAGONES PESE AL AVAL DE BRUSELAS

Tras cinco años de tramitación, la Comisión 
Europea dio en mayo el visto bueno 

al mercado de capacidad español, valorado  
en 9.000 millones, que sigue esperando  
una orden ministerial para su desarrollo
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mo se subvencionaron con dinero pú-
blico europeo; hoy, casi todos los pane-
les que se instalan en los tejados espa-
ñoles se fabrican en China. Con el co-
che eléctrico, Madrid y Bruselas ya han 
empezado a rectificar las ayudas exi-
giendo origen europeo, después de ver 
cómo los fabricantes chinos captura-
ban la cuota de un mercado que el con-
tribuyente europeo había creado. 

Y es que solo el 9% de los fabrican-
tes de primer nivel de sistemas de ba-
terías estacionarias son europeos, se-
gún  Bloomberg. El bombeo, en cam-
bio, se surte en un 85% de proveedores 
europeos con fábricas y empleo que se 
quedan en el continente. 

«España necesita baterías y necesi-
ta bombeo. Lo que no necesita es pa-
gar como equivalentes cosas que físi-
camente no lo son. El mercado de ca-
pacidad dispone de hasta 9.000 
millones para comprar seguridad de 
suministro durante la próxima déca-
da. La cuestión no es qué tecnología 
merece ese dinero, sino cuánta segu-
ridad compra realmente cada euro», 
aseguran expertos consultados. 

Teresa Ribera y Sara Aagesen, 
durante una reunión. EP

Daniel Caballero 
Madrid 

Tras dos semanas de polémica del 
Gobierno por su proyecto de real de-
creto sobre los centros de datos, aho-
ra el Ministerio de Economía da un 
paso más en su control sobre el sec-
tor al pretender incluir a estas in-
fraestructuras dentro del poder de 
veto que tiene el departamento de 
Carlos Cuerpo sobre determinadas 
inversiones extranjeras. En 2020 fue 
la primera vez que el Ejecutivo puso 
en marcha el llamado escudo antio-
pas, para arrogarse el control y capa-
cidad de vetar inversiones de fuera 
de la UE en empresas españolas ca-
lificadas como estratégicas, como 
son los bancos, las telecos, las ener-
géticas, las compañías de defensa... 
Después se amplió también el con-
trol a operaciones provenientes de 
otros países comunitarios. 

Este marco se ha convertido ya en 
estructural y de hecho Europa ha sa-
cado un nuevo reglamento para armo-
nizar sistemas y que los Estados miem-
bros deban tener sistemas de control 
similares. Aprovechando que se deben 
realizar modificaciones en la legisla-
ción nacional por este reglamento, el 
ministerio ha sacado a consulta públi-
ca un proyecto de decreto que incluye 
varias novedades que afectan de lleno 
a este sector. «En la actualidad, se hace 
necesaria una reforma del marco ac-
tual de control, que permitirá aclarar 

conceptos, mejorar procedimientos y, 
en general, adaptar la norma a las ne-
cesidades y al contexto internacional 
actual», justifica el Gobierno. «Este 
nuevo real decreto pretende hacer más 
sencilla la práctica administrativa y la 
interpretación por parte del sector pri-
vado», añade Economía. 

En este sentido, el ministerio de 
Cuerpo lanza la consulta con el si-
guiente elemento en la cabeza: «In-
clusión de sectores y actividades es-
pecíficas sujetas a control, como los 
centros de datos». Esto supondría 
calificar estas infraestructuras como 
sector estratégico y, así, práctica-
mente toda la inversión extranjera 
en centros de datos estaría sujeta a 
autorización del Gobierno. Además, 
la redacción ambigua que hace Eco-
nomía deja entrever que podría ha-
ber más sectores implicados que aún 
no se conocen. 

En la actualidad, el régimen es-
tablece la obligación de someter a 
autorización administrativa previa 
determinadas inversiones extranje-
ras directas cuando afectan a la se-
guridad, salud y orden público en 
sectores críticos. «En concreto, se 

aplica a inversiones realizadas por 
extranjeros que impliquen la adqui-
sición de al menos el 10% del capi-
tal social o el control de una socie-
dad española cuando esta opere en 
los sectores críticos», según recoge 
el último informe de operaciones in-
tervenidas. Asimismo, se aplica tam-
bién cuando la inversión proviene 
de actores que estén controlados por 
el Gobierno de un tercer país; que 
con sus actividades de inversión ha-
yan afectado a la seguridad, orden 
y salud públicos de otros Estados 
miembros; o que presenten un ries-
go grave de realizar actividades de-
lictivas o ilegales. 

Así las cosas, prácticamente todos 
los proyectos de centros de datos que-
darían ‘de facto’ bajo el paraguas del 
escudo antiopas del Ejecutivo ya que 
la amplísima mayoría de infraestruc-
turas de este tipo tienen su origen en 
grandes multinacionales de inteli-
gencia artificial y tecnológicas ame-
ricanas, que aglutinan la mayoría del 
capital social. Afectaría, a la vista de 
la consulta, tanto a nuevos proyec-
tos que se levanten de cero como a 
intentos de compañías extranjeras 
de tomar el control de infraestructu-
ras ya existentes. 

Así las cosas, en el negocio de los 
centros de datos están los gigantes 
americanos tipo Amazon, Microsoft, 
Google y Meta, así como otros como 
Echelon, que es socio de Iberdrola. Se-
gún la patronal española de los cen-
tros de datos, SpainDC, hasta 2030 hay 
proyectadas unas inversiones de 66.900 
millones de euros en estas infraestruc-
turas en nuestro país. Un negocio en 
total expansión y que el Gobierno quie-
re que quede bajo su paraguas. 

Incendio en el sector 
Pero este no es el único elemento po-
lémico del Ejecutivo sobre los centros 
de datos sino que la marejada del sec-
tor tecnológico contra el Gobierno co-
menzó hace dos semanas con otro pro-
yecto de decreto que regula los requi-
sitos de sostenibilidad energética, 
medioambiental, resiliencia y sobera-
nía digital aplicables al sector. 

Una normativa ampliamente con-
testada por la patronal y también en 
privado por las grandes tecnológicas 
a título individual hasta el punto de 
advertir de que están en riesgo inver-
siones milmillonarias por las exigen-
cias que les impone el nuevo real de-
creto para levantar centros de datos, 
especialmente en materia energéti-
ca. «No estamos ante una obligación 
aislada; la suma de requisitos puede 
convertir esta regulación en un veto 
al sector. El diseño es inviable», dijo 
Emilio Díaz, presidente SpainDC, 
hace escasos días.

Economía quiere tener  
poder de veto en la inversión 
extranjera en centros de datos 

Futuro centro de datos de Meta en Talavera de la Reina (Toledo). ABC

El Ejecutivo pretende 
controlar las operaciones 
de compra sobre centros ya 
existentes y también sobre 
los que se crean de cero
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